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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
         SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, siete de octubre de dos mil nueve
Acta  N° 527.
Arquitectos Constructores de Pereira S.A., ha presentado, por intermedio de apoderado judicial, acción de tutela en contra del Juzgado Primero Civil del Circuito, a la que se dispuso vincular a Hugo Castro Restrepo. Surtido el trámite de rigor, se ocupa la Sala de resolverla en primera instancia. 
ANTECEDENTES

Los hechos que dan pábulo a la demanda, pueden establecerse de la siguiente manera:

El señor Hugo Castro Restrepo promovió en el Juzgado Quinto Civil Municipal un proceso ejecutivo singular en contra de la accionante en busca del pago de la sanción equivalente a veinte millones de pesos, contenida en la cláusula penal de una promesa de compraventa, por lo que se dictó mandamiento de pago el trece de diciembre de dos mil siete por tal suma y los “intereses de mora a la tasa de interés vigente para cada periodo causado desde el 2 de mayo de 2007 al pago de la obligación, conforme lo establece la Superintendencia Financiera”; posteriormente, la sociedad demandada se opuso a las pretensiones del libelo con tres excepciones: falta de legitimación por activa, inexistencia del contrato de promesa de compraventa celebrado entre Jorge Hernando García Castro y la Sociedad Arquitectos Constructores de Pereira S.A., y la de contrato no cumplido por parte del demandante, de las cuales la a-quo declaró probada la primera mediante decisión que fue revocada por el Juzgado Primero Civil del Circuito que dispuso que debía continuarse con la ejecución en los términos del mandamiento de pago. En la consecuente liquidación del crédito la Juez Civil Municipal no reconoció los intereses de mora, por lo que la misma fue apelada y revocada por el ad-quem. Éste último auto, mediante el cual el Juzgado Primero Civil del Circuito aprobó la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante en cuantía de $31.250.000 es el atacado por Arquicón S.A. mediante este proceso, por considerar que “las arras
 (sic) pactadas entre las partes al tener la connotación de sanción penal no tienen que generar un dinero por concepto de intereses, pues el demandante en la negociación no pagó por adelantado suma alguna sino que su ejecución se debió a un incumplimiento de la otra parte contratante… Si el demandante en el proceso ejecutivo considera que se le causaron perjuicios por dicha suma… la vía a seguir es el proceso ordinario donde ambas partes tienen la oportunidad de debatir dicho cobro” y que “se rompe… la ecuación matemática inserta en las arras (sic) cuando el Juez de segunda instancia revoca el auto que modifica la liquidación presentada por el apoderado del demandante al revivir un proceso que está concluido… pues con la revocatoria que se hizo al mandamiento de pago quedó cerrada la instancia e incluso lo atinente a los intereses de mora”.
Admitida que fuera la demanda y enterado del trámite al señor Castro Restrepo por medio del apoderado judicial que representa sus intereses en el proceso de que el libelo trata, dada la imposibilidad de efectuar la diligencia de manera personal por motivo de su residencia en el exterior, se corrió traslado de la misma y solicitaron algunas copias de la ejecución.
El Juez Civil del Circuito llamado a este asunto, luego de explicar brevemente lo sucedido en segunda instancia, dijo que la sentencia por medio de la cual se declararon improcedentes las excepciones propuestas y se ordenó seguir adelante con la ejecución en los términos del mandamiento de pago ya había sido atacada mediante acción de tutela que fue declarada improcedente por este Tribunal mediante sentencia dictada el 25 de febrero último
, y confirmada por la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia
. En cuanto a los intereses dijo que fueron reconocidos en la decisión que resultó indemne luego de la revisión constitucional y que si la misma “consideró seguir adelante la ejecución en los términos del respectivo mandamiento de pago, en donde se habían reconocido los intereses comerciales, en esta oportunidad se interpretó la trascendencia del negocio comercial y así se dispuso, no incurriendo en vías de hecho”. Entretanto, el abogado Favio Vásquez Rojas, en defensa de los intereses de Hugo Castro Restrepo, alegó que a partir del dos de mayo de dos mil siete los veinte millones de pesos comenzaron a generar intereses hasta el momento de su pago que fue lo que consideró la Juez Quinto Civil Municipal cuando profirió el mandamiento de pago por el capital más los intereses y que el ad-quem revocó la sentencia que absolvió de responsabilidad a Arquicón “pero no el mandamiento de pago que profirió”. Finalmente, expone que en su criterio esta demanda no tiene objeto distinto al de demorar la liquidación del crédito y la entrega del dinero que hay depositado.
Asimismo, se dispuso incorporar al proceso copias de la demanda y la sentencias de primera y segunda instancia dictadas dentro de la acción de tutela a que el funcionario judicial hizo referencia en su contestación.
Para resolver, SE CONSIDERA:

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
Tiene repetido la H. Corte Constitucional que en todos los casos en los que la acción de tutela pretenda derruir una decisión judicial deben satisfacerse sus requisitos de procedibilidad. Sobre todo porque de tiempo atrás ha afirmado que:
“(…) la acción de tutela es improcedente cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa...  La integridad de la función estatal de administrar justicia resultaría gravemente comprometida si se permitiera que un mecanismo especial y extraordinario como la acción de tutela, dirigido exclusivamente a la protección de los derechos fundamentales, pudiera suplir los instrumentos y recursos ordinarios que el ordenamiento pone a disposición de aquellas personas que persiguen la definición de alguna situación jurídica mediante un proceso judicial”

En consecuencia, las llamadas causales de procedibilidad están encaminadas a evitar que el ejercicio ordinario de la justicia se limite por intromisiones del Juez constitucional que restrinjan la aplicación de las normas pertinentes a los hechos particulares de cada caso. Las cuales en la sentencia de unificación SU 813 de 2007, fueron divididas en genéricas y específicas, de la siguiente manera:
“Las causales genéricas de procedibilidad se refieren a aquéllos requisitos que en general se exigen para la procedencia de la acción de tutela, pero que referidas al caso específico de la tutela contra providencias judiciales adquieren un matiz especial. La particularidad se deriva del hecho de que en estos casos la acción se interpone contra una decisión judicial que es fruto de un debate procesal y que en principio, por su naturaleza y origen, debe entenderse ajustada a la Constitución. Tales causales son las siguientes: 

(i) Se requiere, en primer lugar, que la cuestión discutida resulte de evidente relevancia constitucional y que, como en cualquier acción de tutela, esté acreditada la vulneración de un derecho fundamental, requisito sine qua non de esta acción de tutela que, en estos casos, exige una carga especial al actor
; (ii) que la persona afectada haya agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial a su alcance y haya alegado, en sede judicial ordinaria, y siempre que ello fuera posible, la cuestión iusfundamental que alega en sede de tutela; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración; (vi) en el caso de irregularidades procesales, se requiere que éstas tengan un efecto decisivo en la decisión de fondo que se impugna; y (v) que no se trate de sentencias de tutela. 
Finalmente, para que proceda la tutela, es necesario que la decisión judicial impugnada incurra en defectos o fallas graves. En particular puede incurrir en uno de los siguientes defectos: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; (ii) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido o vulneró de maneradefinitiva (sic) el debido proceso constitucional del actor; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión o cuando deja de decretar o de valorar pruebas absolutamente necesarias – imprescindibles y pertinentes - para adoptar la decisión de fondo; (iv) defecto material o sustantivo, que surge cuando el juez decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
; cuando se presenta una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; cuando hay absoluta falta de motivación; o cuando la Corte Constitucional como intérprete autorizado de la Constitución, establece, con carácter de precedente, el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario, sin motivación suficiente, contraria dicha decisión
; (v) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño o error grave, por parte de terceros y ese engaño o error, lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.”

A la luz de los planteamientos precedentes, el asunto que ha dado  lugar a la demanda que ocupa la atención de la Sala no denota irregularidad alguna, defecto u omisión que pudiere dar al traste con la actuación reprochada, como se verá:

El Juez demandado, en el auto que ahora se pretende dejar sin efectos adecuó la actuación a los precisos términos que se fueron estableciendo a lo largo del proceso ejecutivo mediante las respectivas providencias. Porque la discusión que ahora se pretende abordar es traída de manera extemporánea toda vez que como puede verse, contra el proveído mediante el cual se libró la orden de pago por los intereses moratorios no se interpuso recurso alguno (artículo 505 Código de Procedimiento Civil) ni en el escrito de excepciones se alegó en contra de su reconocimiento
. Más bien, el Tribunal encuentra que las consideraciones de la decisión que en segunda instancia aprobó la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante no son antojadizas ni caprichosas, por el contrario, tienen un fundamento valido. Entonces, no podía concluirse sin más que la sentencia de segunda instancia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito el 25 de febrero de 2009 hubiera exonerado a la ejecutada del pago de los intereses dispuestos en la orden, sobre todo porque en sus consideraciones, además de que con respecto a ellos nada dijo, anunció que: “se revocará la sentencia apelada y se declararán improcedentes las excepciones estudiadas en esta instancia, para en su lugar disponer que el proceso continúe en la forma indicada en la orden de pago, la liquidación del crédito y la entrega de los dineros existentes en el expediente a favor del demandante”, por lo que resulta apenas razonable la interpretación hecha en el auto criticado al estimar que no podía afirmarse que cuando en el ordinal segundo de la parte resolutiva de la sentencia que se ha citado y a la cual se le había dado ya respaldo en sede constitucional, se ordenó “seguir adelante la ejecución por el capital contenido en la orden de pago dictada por la primera instancia”, se estuvieran excluyendo los intereses moratorios.

Se allegó en esta instancia por la parte accionante un escrito en el que luego de reiterar la improcedencia de los citados intereses se aporta una liquidación del crédito que según se dice es la que corresponde “en caso de aceptarse que la sanción pactada entre las partes a modo de multa genere algún tipo de interés”. Sobre lo cual debe agregarse a lo ya expuesto, que si la parte actora discrepaba de la liquidación del crédito presentada por el ejecutante debió haberla objetado en el término y forma establecidos por el artículo 521 del Código de Procedimiento Civil, lo que hubiera propiciado que el ad-quem se pronunciara sobre la misma, y no pretender que dentro del trámite de esta acción de tutela se le reviviera un término ya fenecido. 
De todo lo expuesto deviene que deba ser negada por improcedente la acción de tutela que se ha promovido por Arquicón S.A. en contra del Juzgado Primero Civil del Circuito
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo constitucional solicitado mediante apoderado por la Sociedad Arquitectos Constructores de Pereira. 
Notifíquese lo así decidido a todos los interesados y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, en caso de no ser impugnado.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos



    Gonzalo Flórez Moreno
� Recuérdese que las arras en una contrato de compraventa de acuerdo al artículo 1859 del Código Civil consisten en dar “una cosa en prenda de la celebración del contrato, se entiende que cada uno de los contratantes podrá retractarse; el que ha dado las arras, perdiéndolas, y el que las ha recibido, restituyéndolas dobladas” y la cláusula penal en nuestro ordenamiento jurídico es una estimación anticipada del perjuicio que sufre una de las partes por el retardo en la ejecución de la prestación o el definitivo incumplimiento. (artículo 1592 ibídem). Y aquí se pactó fue una cláusula penal y no se entregaron arras.   


� M.P. Doctora: Claudia María Arcila Ríos.


� Mediante sentencia de 5 de mayo de 2009. M.P.Doctor: Jaime Alberto Arrubla Paucar.


� Sentencia T-083 de 1998, M.P. Doctor: Eduardo Cifuentes Muñoz


� “El presupuesto básico para la procedencia del amparo es la vulneración o la amenaza de vulneración a un derecho fundamental y en ese sentido puede anotarse que las causales genéricas de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales deben estar inescindiblemente relacionadas con la vulneración de derechos fundamentales, lo que implica que para lograr el amparo constitucional, no basta acreditar la concurrencia de una de las vulneraciones genéricas señaladas –que bien podrían ser subsanadas a través de los mecanismos y recursos ordinarios-es necesario también, que tal defecto en la providencia vulnere derechos fundamentales (Art. 86 C.P.)” Sentencia C-701 de 2004, M.P. Rodrigo Uprimny Yepes. Ver también Sentencia T-381 de 2004, reiterada en Sentencia T-590 de 2006, M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01.


� M.P. Doctor: Jaime Araújo Rentería.


� Requisito indispensable para que esa alegación referente a la improcedencia de cobrar intereses por motivo de la cláusula penal pueda ser tenida en cuenta en el trámite de esta acción de tutela.
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